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En el Informe Jurídico se analiza un proceso penal de robo agravado en grado de tentativa, 

tipificado en el artículo 189° del Código Penal teniendo como agravantes el inc. 4 y 7. 

Luego del Atestado Policial y las diligencias llevadas a cabo, la Primera Fiscalía Provincial 

Penal Corporativa de Chiclayo formula su Requerimiento Acusatorio contra los imputados 

MANUEL ANTONIO HOYOS SANTAMARIA, RAUL JULINHIÑO BACA, Y NILTON 

MANUEL ALTAMIRANO SANTOYO, en agravio de la menor de 17 años LESLY 

STEPHANY ROSADO MERINO. Después del desarrollo del juicio, el Primer Juzgado Penal 

Colegiado Permanente de la Ciudad de Chiclayo, habiendo llegado a una conclusión 

anticipada respecto Manuel Antonio Hoyos Santamaría le impone 7 años, 8 meses y 17 días, 

de pena privativa de la libertad, respecto al acusado Raúl Julinhiño Baca el cual no reconoce 

los cargos y decide ir a juicio, se le impone la pena de 9 años, en relación a NILTON 

MANUEL ALTAMIRANO SANTOYO, hasta la actualidad tiene la calidad de reo 

contumaz, la Corte Suprema, reformulado y disminuyéndoles la pena, aplicando el art. 22 

del Código Penal que regula la responsabilidad restringida por la edad. 
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PRESENTACIÓN 

 

El presente Informe Jurídico es un extracto y un análisis del Expediente Penal n.º 4000-2015 

con carpeta fiscal n.º 2255-2015, el cual contiene hechos que motivaron la investigación 

seguida contra Manuel Antonio Hoyos Santamaría, Raúl Julinhiño Baca Garboza y Nilton 

Manuel Altamirano Santoyo, en calidad de coautores por la presunta comisión del delito 

contra el patrimonio, en su modalidad de ROBO AGRAVADO, en grado de tentativa, en 

agravio de Lesly Stephany Rosado Merino. 

Para iniciar el análisis sobre la materia en la cual recar el presente expediente penal, utilizando 

las palabras de Alonso Peña Cabrera (2008) “ El robo es un delito que atenta contra el 

patrimonio, concretamente los derechos reales amparados en el ordenamieto jurídico, cuya 

sustantividad radica en la forma o mejor dicho los medios que emplea el agente para 

apoderarse del bien mueble, esto es la violencia y/o la amenza de peligro inminente para la 

vida e integridad física del sujeto pasivo de la acción titpica” (p.236). 

Cabe precisar que el delito de robo en el Perú está considerado entre los delitos más comunes 

y frecuentes en nuestra sociedad. Hoy en día la criminalización ha ido en aumento y la 

población está a merced de un sistema que no coadyuva a proteger los intereses del ciudadano; 

muy por el contrario, la población se ha visto en la obligación de crear sus propios medios de 

protección ante tanta inseguridad. 

Una característica que debería causar escándalo en el sistema penal es que la mayoría de las 

personas víctimas de este tipo de delito, suele no denunciar, teniendo como principal motivo 

que es “una pérdida de tiempo”, pues consideran que sus denuncias no tienen resultados, 

evidenciando una clara deficiencia frente a la opinión ciudadana, y dejando al descubierto la 

desconfianza de la población con su sistema penal. 

Algo importante que debemos tener presente sobre el delito de robo en palabras de Ramiro 

Salinas Siccha (2015) “ En el delito de robo se atacan bienes jurídicos de tan heterogénea 

naturaleza como la libertad, la integridad física, la vida y el patrimonio, lo que lo hace un 

delito de naturaleza compleja (p.1014)” 
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I. RELACIÓN DE LOS HECHOS PRINCIPALES EXPUESTOS POR LO 

INTERVINIENTES EN EL PROCESO. 

 
➢ HECHOS EXPUESTOS POR EL MINISTERIO PÚBLICO: 

 

 

PRIMERO.- Con fecha 5 de noviembre del 2015 la Primera Fiscalía Provincial Penal 

Corporativa de Chiclayo formula su REQUERIMIENTO ACUSATORIO contra los 

imputados MANUEL ANTONIO HOYOS SANTAMARIA, de 19 años de edad, 

RAUL JULINHIÑO BACA, de 18 años de edad, Y NILTON MANUEL 

ALTAMIRANO SANTOYO, de 18 años de edad, como coautores del delito contra el 

patrimonio en su figura de ROBO AGRAVADO, en grado de tentativa, en agravio de la 

menor de 17 años LESLY STEPHANY ROSADO MERINO. 

SEGUNDO.- Dicho requerimiento contiene los hechos sucedidos el día 2 de junio del 

2015, a horas 11:30 a. m. aproximadamente, en circunstancias que la menor LESLY 

STEPHANY ROSADO MERINO se encontraba en la Av. Belaunde de la Urb. Remigio 

Silva, cuando de manera sorpresiva es interceptada por un sujeto desconocido, quien la 

abrazó por la espalda sujetándole las manos para proceder a buscarle en los bolsillos, 

momento en el cual hace su aparición el segundo sujeto para apoyar al primero también a 

rebuscarle sus bolsillos. En ese instante la menor, en el afán de no dejarse sustraer sus 

bienes, realiza un forcejeo con los hoy acusados MANUEL ANTONIO HOYOS 

SANTAMARÍA Y NILTON MANUEL ALTAMIRANO SANTOYO. Resultado de 

esto es que la agraviada termina en el suelo, sufriendo lesiones en su antebrazo derecho y 

un rasguño en la mano izquierda, no siendo esto impedimento para que los mencionados 

continúen ejerciendo violencia contra la agraviada, forcejeando hasta lograr romper el asa 

de su mochila y despojarla de esta, para luego darse a la fuga en la mototaxi conducida 

por el tercer acusado RAUL JULINHIÑO BACA. Inmediatamente policías que se 

encontraban en la zona fueron advertidose iniciaron una persecución, logrando 

intervenirlos en la intersección de la Vía de Evitamiento y la carretera al distrito de San 

José. 



6 
 

Al realizar el registro personal, en posesión de NILTON MANUEL ALTAMIRANO 

SANTOYO se le encontró una mochila marca INDEX color celeste, conteniendo un 

monedero de colores con 2 monedas de 5 soles, una moneda de un sol y una moneda de 20 

céntimos un teléfono celular marca LG color negro con blanco, una cadena de bronce y una 

sortija de bronce, junto con diversos útiles de escritorio, los cuales fueron reconocidos por la 

agraviada como de su propiedad. 

TERCERO.- La agraviada precisa la participación de los coautores de la siguiente manera: 
 

1. MANUEL ANTONIO HOYOS SANTAMARIA 

 

Al momento de la comisión del hecho delictivo su función fue SUJETARLA de los brazos. 

 
2. NILTON MANUEL ALTAMIRANO SANTOYO 

 

Al momento de la comisión del hecho delictivo su función fue apoyar al primero, para lograr 

tumbarla al piso y sustraerle sus bienes. 

3. RAUL JULINHIÑO BACA 

 
Al momento de la comisión del hecho delictivo su función fue CONDUCIR la mototaxi para 

darse a la fuga. 

CUARTO.- Conforme a lo narrado del día 2 de enero del 2015, el fiscal a cargo de la 

investigación decide encajar lo sucedido en el tipo penal de ROBO AGRAVADO, tipificado 

en el art. 189 del Código Penal, teniendo como sustento el inc. 4, con el concurso de dos a 

más personas, lo cual está acreditado con el acta de intervención del día de los hechos y la 

declaración de la agraviada y el inc 7, en agravio de menor de edad, lo cual queda corroborado 

con la partida de nacimiento de la menor, definiendo su margen punitivo en no menos de doce 

ni mayor de veinte años. 

QUINTO.- En concordancia con lo que define el art. 23 del Código Penal, el Ministerio 

Público encaja su grado de participación de los imputados en COAUTORÍA “El que realiza 

por sí, o por medio de otro el hecho punible y los que lo cometan conjuntamente...”, pues 

considera que existió una repartición de roles al momento de la comisión de los hechos 

delictivos. 
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SEXTO.- En el presente requerimiento fiscal, el Ministerio Público considera que el grado de 

ejecución del delito sería de TENTATIVA, pues conforme a lo narrado, la intervención de 

los sujetos fue inmediatamente sustraídos los bienes, por lo que considera que NO existió una 

disponibilidad real ni potencial de los mismos, los cuales fueron recuperados en su totalidad. 

SÉPTIMO.- Respecto a las circunstancias modificatorias de responsabilidad, el Ministerio 

Público nos dice que no existe ninguna, puesto que si bien es cierto los imputados contaban 

con una edad de 18 y 19 años, conforme a lo establecido en el art. 22 del Código Penal, que 

regula la responsabilidad restringida por la edad, en su segundo párrafo excluye ciertos delitos 

que por su gravedad no pueden gozar de esta reducción, estando dentro de estos el art.189 del 

Código Penal ROBO AGRAVADO. 

OCTAVO.- Finalmente el fiscal, luego de evaluar las circunstancias atenuantes y agravantes, 

logra indentificar a través de los antecedentes penales de los imputados que estos no cuentan 

con antecedentes y conforme a lo regulado en el art.45 A.- Individualización de la pena, 

segundo párrafo Inc. A “cuando no existan atenuantes ni agravantes o concurran únicamente 

circustancias atenuantes, la pena concreta se determinará dentro del tercio inferior”, en vista 

que su grado de ejecución culminó en TENTATIVA, aplicando lo regulado en el art.16 del 

Código Penal, la pena se reducirá prudencialmente, es por ello que el Ministerio Público 

solicita se le imponga a los acusados la pena de 9 AÑOS DE PENA PRIVATIVA DE LA 

LIBERTAD y una reparación civil de S/1,500.00 (mil quinientos soles) de manera solidaria. 
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➢ HECHOS EXPUESTO POR EL ABOGADO DE LA DEFENSA: 
 

 

1. RESPECTO A RAÚL JULINHIÑO BACA GARBOZA 
 

Respecto a los hechos del 2 de junio del 2015, la defensa técnica del acusado señala que el 

Ministerio Público acusa a su patrocinado como COAUTOR, sin embargo sostiene que para 

configurar dicho grado de participación es necesario probar que previamente al hecho 

delictivo los acusados hayan llegado a un acuerdo tácito, llevando a cabo un hecho de manera 

mancomunada, por lo que considera que respecto a ese extremo la Fiscalía no ha logrado con 

ningún medio demostrar la existencia de dicho acuerdo, sosteniendo que la única prueba que 

vincularía a RAÚL JULINHIÑO BACA GARBOZA con el hecho delictivo sería la 

declaración de los policías que señalan que estuvo conduciendo el motokar. 

Sobre su presencia el día de los hechos, la defensa técnica sostiene que él salió de su casa con 

rumbo al mecánico y en el trayecto se encontró con sus coacusados. Como el mecánico no 

pudo revisar su moto procedió a retirarse, momento en el cual MANUEL SANTAMARÍA le 

pide que lo lleve a visitar a su abuela, y que en el trayecto le dijo “PÁRATE PÁRATE”. La 

defensa técnica manifiesta que esto no debe entenderse como una concertación de que sabía 

que iban a robar. 

Con relación a la agraviada, el abogado defensor sostiene que su declaración no es congruente, 

pues existen dos contradicciones, la primera referente al tiempo que duró el forcejeo, donde 

la agraviada sostiene que esto fue de aproximadamente 5 minutos, siendo para la defensa 

imposible en vista de que habían personas alrededor y su patrocinado sostuvo que dicho 

encuentro fue de segundos. Como segundo punto, de las preguntas realizadas en juicio la 

agraviada no reconoce a mi patrocinado como uno de los que participó el día 2 de junio del 

2015. Teniendo como fundamento lo mencionado la defensa solicita se le declare inocente a 

su patrocinado. 

2. RESPECTO A MANUEL ANTONIO HOYOS SANTAMARIA 
 

El acusado, previa consulta con su abogado defensor, conforme lo regula el art. 372, solicita 

la conclusión anticipada, SIN EMBARGO ÚNICAMENTE LLEGAN A UN ACUERDO 

DE REPARACIÓN CIVIL , MAS NO DE LA PENA. 



9 
 

El Ministerio Público sostiene que existe una atenuante privilegiada (TENTATIVA) , por lo 

que solicita se le imponga 9 años de pena privativa de la libertad, en cambio la defensa técnica 

sostiene que en el caso en concreto deberían aplicarse los principios de proporcionalidad y 

humanidad de las penas, asimismo debería tenerse en cuenta como atenuante la edad de su 

patrocinado, aplicándole la reducción del art. 22 del Código Penal que regula la 

responsabilidad restringida, en vista que al momento de los hechos su patrocinado tenía 19 

años y si bien es cierto la defensa tenía conocimiento de que dicho privilegio ha sido excluido 

a través de la modificatoria dada por de la ley n.º 30076, solicita al Colegiado la inaplicación 

del art. 22 del Código Penal, en consecuencia, realizar un control difuso de la norma, toda vez 

que para la defensa, esta sería inconstitucional por vulnerar el art. 2 de la Constitución Política 

del Estado. 

Asimismo la defensa considera que la determinación de la aplicación de la pena no se debería 

agotar en el principio de la culpabilidad, sino que se deberían tomar en cuenta diferentes 

aspectos como la inexperiencia y juventud de la persona que delinque al momento de los 

hechos, más aún en un delito que culminó en tentativa, y en el cual la agraviada recuperó la 

totalidad de sus pertenencias. 

En base a lo mencionado la defensa del imputado Manuel Antonio Hoyos Santamaría, solicita 

se le imponga 4 años de pena privativa de la libertad, efectiva, convertiva en su ejecución. 

 

 
3. RESPECTO A NILTON MANUEL ALTAMIRANO 

 

Con fecha 19 de junio del 2017, habiendo sido citado para la audiencia de juicio oral, ante su 

inconcurrencia se le declara REO CONTUMAZ, cruzando oficios a las autoridades policiales 

para su ubicación y captura a nivel nacional. 
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II. IDENTIFICACIÓN Y ANÁLISIS DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS 

JURÍDICOS DEL EXPEDIENTE IDENTIFICADOS. 

 

En el presente expediente penal, luego de un análisis completo respecto a los hechos y las 

resoluciones emitidas en cada instancia, he logrado identificar 3 problemas jurídicos sobre los 

cuales gira el debate jurídico en el presente caso: 

 
 

A. La aplicación del art. 22 del Código Penal que regula la responsabilidad 

restringida y su aplicación en el delito de Robo Agravado. 

B. La Constitucionalidad del inc. 2 del art. 22 del Código Penal. 

 
Como punto de partida debemos empezar por explicar lo regualdo en el art. 22 del Código 

Penal, el cual nos permite alcanzar una reducción de la pena bajo el mínimo legal cuando “el 

agente tenga más de dieciocho y menos de veintiún años o más de sesenta y cinco años al 

momento de realizar la infracción...”; sin embargo, a través de la Ley n.º 30076, que modifica 

el art. 22 del Código Penal, en la cual excluye ciertos delitos y prohíbe su aplicación “en el 

agente integrante de una organización criminal o que haya incurrido en delito de violación 

de la libertad sexual, homicidio calificado, homicidio calificado por la condición oficial del 

agente, feminicidio, sicariato, conspiración para el delito de sicariato y ofrecimiento para el 

delito de sicariato, extorsión, secuestro, robo agravado, tráfico ilícito de drogas, terrorismo, 

terrorismo agravado, apología, genocidio, desaparición forzada, tortura, atentado contra la 

seguridad nacional, traición a la Patria u otro delito sancionado con pena privativa de 

libertad no menor de veinticinco años o cadena perpetua”. 

 
Como podemos apreciar, surge una clara prohibición de la aplicación del art. 22 del Código 

Penal en ciertos agentes que a pesar de contar con la edad exigida por ley son excluidos por 

la gravedad e impacto que tienen sus acciones en la sociedad. Para poder analizar de manera 

completa la constitucionalidad del art. 22 inc. 2 resulta necesario realizar una explicación 

sobre la igualdad, el trato diferenciado, la culpabilidad, la pena y la determinación judicial de 

la pena. 
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En relación a la igualdad, como ya ha precisado en diferentes ocasiones el Tribunal 

Constitucional en relación al principio de igualdad, nos ha dicho que este “Forma parte del 

núcleo del sistema constitucional de fundamento democrático. Como derecho fundamental 

comporta el reconocimiento de la existencia de una facultad o atribución conformante del 

patrimonio jurídico de la persona, derivada de su naturaleza, que consiste en ser tratada 

igual que los demás en hechos, situaciones o acontecimientos coincidentes, por ende 

deviene en el derecho subjetivo de obtener un trato igual y evitar privilegios y desigualdades 

arbitrarias. (STC 0004-2006-PI, fundamento 116)”. 

 
De la misma forma, Gutiérrez (2010) nos dice “Que el derecho de igualdad a su vez, tiene dos 

dimensiones: formal y material. En su dimensión formal, impone una exigencia al legislador 

para que este no realice diferencias injustificadas; pero también a la administración pública 

y a los órganos de la jurisdicción, en el sentido de que la ley no puede aplicarse en forma 

desigual frente a supuestos semejantes. Y en su dimensión material, el derecho de igualdad 

supone una exigencia positiva por parte del Estado, que se inicia con el reconocimiento de la 

insuficiencia de los mandatos prohibitivos de discriminación y la necesidad de equiparar 

situaciones, per se, desiguales. 

 
Esto quiere decir que el Estado debe asegurar que todas las personas que se encuentren en 

situaciones semejantes deben ser tratadas bajo las mismas reglas, prohibiendo radicalmente 

mandatos de discriminación o situaciones desiguales, pues como sabemos todos los 

ciudadanos gozamos de los mismos derechos y obligaciones, por lo tanto, debemos ser 

tratados del mismo modo en la ley y ante la ley. 

 
Lascurain (2011) señala “que el principio de igualdad formal le impone al legislador que sea 

razonable al hacer diferencias, en el sentido de que, como en principio está mal distinguir lo 

que parece objetivamente igual, pueda sustentar su estrategia en la consecución de una 

finalidad loable y cuya loabilidad supere el malestar que nos produce la distinción misma, 

acota que la igualdad formal es un derecho a que no se nos diferencie irrazonablemente en 

el tratamiento jurídico: a que no se establezca irrazonablemente que nuestra situación o 
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nuestra conducta es distinta a la conducta aparentemente igual de otra persona que resulta 

mejor tratada”. 

 
Es por ello que cuando nos referimos a trato diferenciado en palabras de Jeannette Oyarce 

(2019) “este vulnera el principio de igualdad, cuando este se encuentra desprovisto de una 

justificación, además, cuando dicha medida no es razonable y proporcionada en atención a 

los fines que se busca alcanzar con dicho trato”. 

 
De lo que se puede entender es que no todo tratamiento desigual se debe considerar una 

vulneración al principio de igualdad, y que si se admite el tratamiento desigual, debe ser 

siempre y cuando se encuentre basado en razones objetivas. 

 
Como sabemos, la pena es la consecuencia jurídica ante la comisión de una conducta delictiva, 

de esta forma el autor va a ser privado de ciertos derechos o bienes jurídicos por haber 

vulnerado la norma tutelada por nuestro ordenamiento legal, sin embargo la determinación 

judicial de la pena es una función directa del juzgador, el cual debe tener en consideración las 

circunstancias personales del agente, así como las circunstancias que han rodeado la comisión 

del evento delictivo. 

 
En el Acuerdo Plenario n.º 4-2016/CIJ116, el cual tiene como temas principales el desarrollo 

de la inconstitucionalidad del inc. 2 del art. 22 y el inc. 3 del art. 116, el cual resulta vinculante 

para todos los jueces de todas las instancias, nos dice lo siguiente: 

 
La responsabilidad restringida radica en la categoría de la culpabilidad, lo principal sobre la 

presente figura jurídica estriba en que el agente no ha logrado alcanzar la madurez, pues este 

se encuentra dentro de los 18 y 21 años o mayores de 65 años de edad y no se le puede 

considerar titular de una capacidad plena para poder actuar culpablemente. Respecto al primer 

supuesto (más de 18 y menos de 21 años), se dice que la madurez es un proceso paulatino, por 

lo cual el sujeto no ha logrado alcanzar aún la madurez necesaria. Con referencia al segundo 

supuesto (mayores de 65 años), la edad avanzada en el agente expresa una fase de decadencia, 
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limitando sus actividades vitales que terminan desembocando en una etapa de degeneración, 

por lo que su capacidad debe ser considerada limitada. 

 
Como ya lo hemos expresado párrafos anteriores, la igualdad es un principio – derecho, el 

cual se encuentra regulado en la Consitución Política del Perú en su art. 2 inc 2, este se ve 

vulnerado cuando ante dos supuestos de hechos idénticos, se trata de formas distintas sin 

ninguna justificación, a diferentes sujetos. 

 
Continuando con el análisis del Acuerdo Plenario y una vez dejado claro que la presente 

disminución de la punibilidad se encuentra dentro de la capacidad penal – culpabilidad, en 

cambio la prohibición del inc 2 del art. 22 encontraría su justificación en la antijuridicidad 

penal, categoría totalmente distinta de la culpabilidad, nos dice que la Ley estaría incluyendo 

una discriminación no autorizada constitucionalmente, pues una atiende al hecho cometido y 

su gravedad frente a la sociedad y la otra a circunstancias personales del sujeto activo. 

 
Entonces debemos entender que el grado de madurez o de la disminución de las actividades 

vitales del agente en razón de su edad, no está en función directa a la entidad del delito 

cometido, pues el art. 22 inc. 2 tiene su fundamento en la evolución vital del ser humano, mas 

no en la gravedad del injusto penal. 

 

Por lo cual como posición personal, me inclino por lo sustentado en las casaciones originadas 

del presente expediente, existiendo una falta de interpretación en los jueces de Primera y 

Segunda Instancia, los cuales se centraron en seguir al pie de la letra lo estipulado e impuesto 

en el art. 22 inc. 2, sin analizar las circustancias personales de los acusados. 
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III. POSICIONES FUNDAMENTADAS SOBRE LAS RESOLUCIONES 

EMITIDAS Y LOS PROBLEMAS JURIDICOS IDENTIFICADOS. 

 
➢ PRIMERA INSTANCIA: 

SENTENCIA DE MANUEL ANTONIO HOYOS 

La posición emitida por los jueces del Primer Juzgado Penal Colegiado Permanente, a 

través de la sentencia contenida en la resolución número 06 de fecha 06/12/2017, la cual 

tuvo como debate la pena a imponer, en vista que el condenado se sometió a la conclusión 

anticipada, tiene como fundamentos principales los siguientes: 

Respecto al presente caso, se dio la aceptación de los hechos por parte del acusado, 

reconociendo que los hechos materia de acusación se han producido, conforme lo sustentó 

el Ministerio Público, es por ello que respecto a ese punto, no se actuó prueba alguna. 

En cuanto a lo solicitado por la defensa técnica, en lo que respecta a la aplicación de 

control difuso del art. 22 del Código Penal, el colegiado nos dice que no puede 

interpretarse como inconstitucional, puesto que dicha norma no hace otra cosa que 

establecer genéricamente, y en abstracto, que la responsabilidad restringida por razón de 

edad, no es aplicable en determinados delitos, debido a su extrema gravedad y la 

naturaleza del bien jurídico que protege, en vista que la modificatoria introducida tiene 

sustento válido en el ejercicio de la potestad punitiva del Estado, para que pueda cumplir 

con lo estipulado en el art. IX del título preliminar del Código Penal, en el cual establece 

los fines de la pena. 

Sobre lo planteado por la defensa, en cuanto a la inconstitucionalidad del art. 22 del 

Código Penal, pues esta considera que va en contra del art. 2 de la Constitución Political 

del (minúscula) Perú, en la cual se regula el principio de igualdad. Respecto a este punto 

el Colegiado nos dice que con el art. 2 de la Constitución Politica del Perú se asegura la 

plena igualdad de los ciudadanos ante la ley, de tal modo que nadie pueda ser discriminado 

por motivos de raza, sexo, idioma, religión, opinión, condición económica u otra razón de 

cualquier índole. Tal igualdad debe ser entendida entre los iguales. En el presente caso, lo 

que la ley hizo fue establecer un catálogo de delitos, en los cuales no corresponde la 
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aplicación de la responsabilidad restringida por su misma naturaleza y la gravedad que 

esta conlleva. 

En consecuencia, el Colegiado Penal considera que la única reducción que se le debe 

realizar es por haber quedado en grado de tentativa, disminuyéndole la pena por debajo 

del minimo legal, restándole 3 años y el descuento por beneficio de la conclusión 

anticipada. Siendo así concluyen que la pena para aplicársele sería la de 7 años, 8 meses 

y 17 días, de pena privativa de la libertad, con un monto de reparación civil de S/1,500.00 

(MIL QUINIENTOS SOLES) . 

SENTENCIA DE RAÚL JULINHIÑO BACA GARBOZA 

La posición emitida por los jueces del Primer Juzgado Penal Colegiado Permanente, a 

través de la sentencia contenida en la resolución número 07 de fecha 11/12/2017, la cual 

es resultado de toda actuación probatoria dada en juicio, se resuelve condenar a RAÚL 

JULINHIÑO BACA GARBOZA, como COAUTOR del delito CONTRA EL 

PATRIMONIO, en su figura de ROBO AGRAVADO, y como tal se le imponga 

NUEVE AÑOS DE PENA PRIVATIVA DE LA LIBERTAD EFECTIVA, fijando 

como reparación civil el monto de S/1.500.00 (MIL QUINIENTOS SOLES), bajo los 

siguientes fundamentos: 

✓ El Juzgado Penal Colegiado nos dice que la declaración dada por la agraviada 

ha sido clara y precisa, señalando y narrando cómo habrían sucedido los hechos 

y cuál fue la participación de cada uno de los involucrados. 

✓ También nos dice que la violencia ejercida sobre la agraviada se encuentra 

debidamente acreditada conforme al certificado médico legal y examen del 

médico legista, en donde se especifican las lesiones sufridas producto de los 

arañazos y arrastrones que sufrió la menor. 

✓ Se cuenta también con la versión del efectivo policial, quien señaló que tras 

enterarse de los hechos inició inmediatamente la persecución de una mototaxi 

color rojo con naranja, tras verse los sujetos perseguidos, es cuando el 

conductor de la mototaxi aumenta la velocidad. 

✓ Respecto a la declaración del imputado, el Colegiado considera que resulta ser 

anecdótica y contradictoria en el sentido de que no conocía a los sujetos, 
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cuando todos han suscrito el acta de intervención, reconociendo los hechos 

conforme han sido vertidos. Por otro lado el imputado también señaló que su 

mototaxi se encontraba malograda y por eso la llevó al mecánico, sin embargo 

en el transcurso del juicio en ningún momento se ha logrado acreditar que 

efectivamente el día de los hechos la mototaxi se encontraba en mal estado. 

✓ Por tales razones el Colegiado falla condenando a RAÚL JULINHIÑO 

GARBOZA. 

 

 
➢ SEGUNDA INSTANCIA: 

RECURSO DE APELACIÓN PRESENTADO POR EL ABOGADO DEFENSOR 

DE MANUEL ANTONIO HOYOS SANTA MARIA 

Con fecha 14 de diciembre del 2017, el abogado a cargo de la defensa técnica de Manuel 

Antonio Hoyos Santamaría presentó ante el Primer Juzgado Penal Colegiado Permanente 

de la Corte Superior de Justicia, el recurso de apelación contra la sentencia emitida en la 

resolución n.º 06, en el extremo del quantum de la pena, señalando como agraviado la falta 

de aplicación de la responsabilidad restringida, no valorándose adecuadamente la edad de 

su patrocinado al momento de cometer el delito, teniendo como fundamentos fácticos, los 

siguientes: 

 
 

✓ Que su patrocinado colaboró con la justicia reconociendo los cargos y solicitó que 

en base a los principios de proporcionalidad y humanidad de la pena, se le aplique 

la responsabilidad restringida, por cuanto cometió el delito a los 19 años de edad, 

que si bien dicha atenuante ha sido excluida por la modificatoria del art. 22 del 

Código Penal, por la Ley 30076, la defensa solicitó se aplique control difuso de la 

norma, toda vez que consideran que dicha modificatoria vulnera el art. 02 de la 

Constitución Política del Perú. 

 
✓ Que el Colegiado no ha tenido en cuenta el tratamiento de los denominados 

“jóvenes delincuentes”, que nuestro Código los sitúa (tilde) entre los 18 y 21 años 

de edad, en la cual se justifica razonablemente por el hecho de que el individuo a 
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esa edad aún no alcanza la plena madurez, por ello no se les considera titulares de 

una capacidad plena para actuar culpablemente y por ello se les distingue al 

momento de aplicarles una pena. 

 
✓ La defensa considera que para la aplicación de una pena no solo debe basarse en 

el principio de culpabilidad, sino también deben tenerse en cuenta otros elementos, 

como la inexperiencia y juventud del acusado. 

 
✓ Por los fundamentos mencionados la defensa considera que debe revorcarse el 

extremo apelado y se le imponga a su patrocinado 4 años de pena privativa de la 

libertad suspendida en su ejecución, aplicándose la responsabilidad restringida, 

debiéndose inaplicar la modificatoria dada por la Ley 30076, del art. 22 del Código 

Penal. 

 
RECURSO DE APELACIÓN PRESENTADO POR EL ABOGADO DEFENSOR 

DE RAÚL JULINHIÑO BACA: 

 

 

Con fecha 15 de diciembre del 2017, el abogado a cargo de la defensa técnica de RAÚL 

JULINHIÑO BACA presentó ante el Primer Juzgado Penal Colegiado Permanente de la 

Corte Superior de Justicia, el recurso de apelación contra la sentencia emitida en la 

resolución n.º 07, solicitando esta se revoque y se ABSUELVA a su patrocinado de los 

cargos imputados, por INSUFICIENCIA PROBATORIA. 

Asimismo, con fecha 8 de febrero del 2018, el acusado RAÚL JULINHIÑO BACA 

apersona a otro abogado defensor y varía de pretensión del recurso de apelación, 

amparándose en el art. 424 inc. 2 del Código Procesal Penal, solicitando se le reduzca la 

pena impuesta a 4 años de pena privativa de la libertad con carácter de suspendida, por el 

periodo de prueba de 3 años, teniendo como fundamentos los siguientes: 

 
 

✓ Que la responsabilidad restringida se sustenta en la capacidad que tiene cada 

persona de poder discernir sobre la comisión de un delito, considerando el 

Acuerdo Plenario n.º 4-2016-CIJ-116, en su fundamento jurídico 9 y 
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siguientes, en el cual analiza que la restricción de la reducción por edad 

restringida en ciertos delitos atenta contra el principio de igualdad. 

✓ La defensa solicita que midan la reducción de pena bajo el principio de 

proporcionalidad, teniendo en cuenta la edad y las circunstancias, en vista que 

los objetos se recuperaron en su totalidad. 

✓ La defensa presenta un depósito judicial realizado con fecha 16 de junio del 

2017, por el monto de S/200.00 (doscientos soles), como muestra de su 

arrepentimiento y ánimo de reparar los daños ocasionados. 

 
 

POSTURA DEL MINISTERIO PÚBLICO: 
 

Respecto a los fundamentos dados por las defensas técnicas de los acusados, el Ministerio 

Público realiza su descargo bajo los siguientes términos: 

 
 

✓ Respecto a Manuel Antonio Santamaría, el Ministerio Público no manifiesta 

oposición alguna en la aplicación de responsabilidad restringida, pues 

considera que efectivamente el imputado al momento de haber cometido el 

delito contaba con 19 años de edad. 

✓ Nos dice que la pena de Manuel Antonio Santamaría partió de 12 años de pena 

privativa de libertad, a esta se le redujo 3 años por ser en grado de tentativa, 

quedando en 9 años de pena privativa de libertad. Dado que el acusado se 

sometió a una conclusión anticipada, fue beneficiado con la reducción de un 

séptimo de la pena, teniendo como pena final la de 7 años con 8 meses y 17 

días de pena privativa de libertad, por lo cual considera que la reducción 

debería ser de 3 años y la pena debería quedar en 4 años 8 meses y 17 días. 

✓ Respecto a RAÚL JULINHIÑO BACA GARBOSA, debemos decir que su 

pena partió de 12 años de pena privativa de libertad, a esta se le redujo 3 años 

por ser en grado de tentativa, quedando en 9 años de pena privativa de la 

libertad. Respecto a este punto el Ministerio Público señala que no solo debe 

tenerse en cuenta el principio de proporcionalidad sino también (tilde) el grado 

de sometimiento a la justicia. El acusado en ningún momento aceptó los cargos 
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en su contra, pues su sentencia fue dictada como resultado del juicio que se dio 

en su contra, no obteniendo el beneficio de reducción por conclusión 

anticipada, por lo tanto considera que la reducción por responsabilidad 

restringida también debería ser de 3 años y no 5 años como pretende la defensa 

técnica, por lo tanto su pena final debería ser de 6 años de pena privativa de 

libertad. 

 
 

SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA - MANUEL ANTONIO HOYOS 
 

 

La Sala Penal de Apelaciones Vacacional, con fecha 26 de febrero del 2018 a través de la 

resolución n.º 14 emite su sentencia n.º 16-2018 respecto a lo sustentado en audiencia por la 

defensa de MANUEL ANTONIO HOYOS Y RAÚL JULINHIÑO BACA GARBOZA. 

La sala penal debe determinar si en el presente caso a los procesados les corresponde la 

aplicación del control difuso por responsabilidad restringida con respecto al art. 22 del Código 

Penal y el Acuerdo Plenario n.º 4-2016/CIJ-116, teniendo como fundamentos los siguientes: 

✓ La Sala tiene en cuenta la resolución de consulta del expediente n.º 1618-2016 

– Lima Norte, en el cual se establecen 4 reglas para la aplicación del control 

difuso: i) partir de la presunción de validez, legitimidad y constitucionalidad de 

las normas legales; ii) realizar el juicio de relevancia; iii) el juez debe realizar 

una labor interpretativa exhaustiva; y iv) la escencia del control difuso es un 

control de constitucionalidad en concreto que conlleva la inaplicación al caso 

particular. 

✓ La Sala considera que respecto al primer presupuesto sobre la presunción de 

validez, legitimidad y constitucionalidad del art. 22 del Código Penal, dicha 

norma se encuentra vigente y su aplicación es de carácter obligatorio. 

✓ Asimismo los magistrados consideran que las sentencias que son materia de 

impugnación no contienen ningún fundamento para ejercitar el control difuso, 

tampoco contienen argumentos para ejercer la reducción de la pena por edad 

restringida, en vista que no basta mencionar la edad si no que esto debe ser 

acompañado con medios probatorios. 
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✓ No se logra advertir una vulneración al principio de igualdad, en vista que 

estamos frente a un delito de carácter pluriofensivo. 

✓ Por lo expuesto la Sala considera que lo solicitado por las defensas técnicas no 

resulta amparable por carecer de sustento legal para reducir la pena impuesta por 

el Juzgado de Primera Instancia. 

✓ Como consecuencia la Sala resuelve CONFIRMAR las sentencias emitidas en 

primera instancia, en las cuales se les condena como coautores de delito de robo 

agravado en agravio de Leslie Stephany Rosado Merino. 

 
➢ SENTENCIA DE CASACIÓN N° 352-2018 

 

 

La Sala Penal Permanente de la Corte Suprema de Justicia de la República, con fecha 13 de 

junio del 2019 en la ciudad de Lima, emite su sentencia de casación n.º 352-2018 respecto al 

recurso de casación interpuesto por Raúl Julinhiño Baca Garboza, contra la sentencia 

condenatoria de primera y segunda instancia, como coautor del delito contra el patrimonio en 

la modalidad de robo agravado, en grado de tentativa, en perjucio de la menor Stephany 

Rosado Merino. 

El debate central sobre el cual se basa el análisis de la presente casación es la aplicación del 

art. 22 del Código Penal “responsabilidad restringida por la edad” en los delitos de robo 

agravado, en relación al inc. 2, en la cual el legislador ha optado por delimitar la aplicación 

de la responsabilidad restringida en ciertos delitos por su naturaleza extremadamente lesiva 

para ciertos bienes jurídicos protegidos. 

La Sala Penal nos reafirma su posición en referencia a la prohibición de la aplicación de la 

responsabilidad restringida por la edad en ciertos delitos, problemática que fue abordada en el 

Acuerdo Plenario 04-2016/CIJ-116 de fecha 17 de octubre del 2017, en la cual concluyeron 

que el factor de diferenciación previsto en el art. 22 del Código Penal vulnera el principio de 

igualdad, en la medida en que toda diferencia legal de tratamiento no justificado deviene en 

discriminación, pues la exclusión basada en la gravedad del hecho es un factor que incide en 

la entidad, importancia, relevancia social y forma de ataque al bien jurídico vulnerado, 

mientras que la culpabilidad por el hecho incide en factores individuales concretos del agente. 

Al margen del hecho cometido, su fundamento causal y normativo del art. 22 del Código Penal 
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no se encuentra en la gravedad del injusto penal, sino en la evolución vital del ser humano, su 

proceso de maduración no ha culminado, las restricciones legales a su aplicación tienen como 

premisa la entidad del injusto, esto es, la antijuridicidad penal de la conducta del agente. Tales 

excepciones no son admisibles constitucionalmente, por colisionar con el principio – derecho 

de igualdad ante la ley. 

De la misma forma los jueces nos dicen que la constatación puede efectuarse a través de 

mecanismos al alcance del juzgador como por ejemplo ficha Reniec, no es necesario que 

determine el grado de madurez del procesado o documentos que acrediten la minoría de edad. 

Asimismo los jueces supremos respecto a la aplicación de la responsabildiad restringida nos 

dicen que la doctrina jurisprudencial es uniforme y clara respecto a la autorización de aplicar 

la responsabilidad restringida por razón de edad, a los sujetos activos de todos los ilícitos 

previstos en el Código Penal, no existiendo excepciones. 

Por lo cual deciden declarar FUNDADO el recurso de casación, REVOCARON en el 

extremo que le impuso 9 años de pena privativa de libertad como coautor del delito contra el 

patrimonio en su modalidad de robo agravado en grado de tentativa y reformándola, le 

impusieron 6 años de pena privativa de libertad, cuyo cómputo regirá desde que sea ingresado 

en el establecimiento penitenciario respectivo. 

 
 

➢ SENTENCIA DE CASACIÓN N° 359-2018 
 

 

La Sala Penal Permanente de la Corte Suprema de Justicia de la República (tilde), con fecha 

5 de noviembre del 2019 en la ciudad de Lima, emite su sentencia de casación n.º 359-2018, 

respecto al recurso de casación interpuesto por Manuel Antonio Hoyos Santamaría, contra la 

sentencia condenatoria de primera y segunda instancia, como coautor del delito contra el 

patrimonio en la modalidad de robo agravado, en grado de tentativa en perjucio de la menor 

Stephany Rosado Merino. 

El debate central sobre el cual se basa el análisis de la presente casación es la aplicación del 

art. 22 del Código Penal “responsabilidad restringida por la edad” en los delitos de robo 

agravado, en relación al inc. 2 en la cual el legislador ha optado por delimitar la aplicación de 
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la responsabilidad restringida en ciertos delitos por su naturaleza extremadamente lesiva para 

ciertos bienes jurídicos protegidos. 

Los jueces nos dicen que la eximente imperfecta de la responsabilidad restringida por la edad 

tiene su fundamento principal en que el individuo no alcanzó la madurez plena una vez 

adquirida la mayoría de edad, por el contrario, nos dice que las personas entre los 18 años y 

21 años no son titulares de una capacidad plena para actuar de manera culpable, pues su 

proceso de madurez no ha concluido. 

Asimismo nos dice que la edad del agente se encuentra encuadrada en la capacidad penal, 

dicho de manera simple dentro de la culpabilidad, es por ello que no es razonable configurar 

excepciones a la reducción de la pena por responsabilidad restringida en función de la 

gravedad de ciertos delitos, lo que se encuadraría en la antijuridicidad, es por ello que el 

segundo párrafo del art. 22 del Código Penal sería un acto discriminatorio no sustentado en 

una causa constitucionalmente válida. 

Es por ello que la sala considera que se afectó el derecho de igualdad y motivación de las 

resoluciones judiciales, es más, considera que no reducir prudencialmente la pena por la 

concurrencia de la eximente imperfecta de responsabilidad restringida sería nuevamente 

afectar el derecho a la igualdad en la aplicación de la ley. 

Es por ello que los jueces declaran FUNDADO el recurso de casación y CASARON respecto 

al extremo de la pena impuesta e impusieron la pena de 6 años de pena privativa de libertad. 
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IV. CONCLUSIONES 

 

 
• La principal conclusión que puedo extraer del presente expediente penal es 

que para lograr una determinación de la pena justa, se deben tener en cuenta 

todos los factores que influyeron tanto en los hechos como en el agente y 

en los resultados. 

• La aplicación del art. 22 afecta el principio de igualdad ante la ley, en vista 

que la prohibición que estipula en su inc. 2 surge como respuesta a la 

gravedad del hecho delictivo y el impacto social de este, mientras que el 

art 22 tiene como fundamento la evolución vital del agente. 

• Que es de verse que en el presente expediente existió una omisión por parte 

de los jueces que sentenciaron en primera y segunda instancia en relación 

con la pena que impusieron, conformándose con una estricta aplicación del 

art. 22 inc 2, sin considerar las circustancias personales de los acusados. 

• La importancia que conlleva una correcta defensa, pues frente a una 

situación evidente y con una fuerte carga probatoria, resulta mucho más 

beneficioso aportar con la investigación y someterse a determinadas figuras 

jurídicas que regula el Código Penal Peruano, para obtener una reducción 

en la pena. 
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PERMANENTE – MANUEL ANTONIO HOYOS SANTA MARÍA. 
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